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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 

MATERIA DE FINANCIAMIENTO PRIVADO A PARTIDOS POLÍTICOS Y REDUCCIÓN DE 

LEGISLADORES FEDERALES Y LOCALES, SUSCRITA POR EL DIP. CÉSAR OCTAVIO CAMACHO 

QUIROZ (PRI) E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI.  

El suscrito, diputado César Octavio Camacho Quiroz, en nombre de las y los diputados que integran el Grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 6, 

fracción I y IV, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esa soberanía la 

presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. Introducción 

El 7 de septiembre pasado, un sismo en el golfo de Tehuantepec de magnitud 8.2 en escala de Richter afectó a 

Chiapas, Oaxaca y Tabasco. Se contabilizaron noventa y seis decesos y, por lo menos, 800 mil personas 

damnificadas. A esta fecha, se han detectado más de 4 mil réplicas, que han incrementado los daños en esas 

entidades. 

Asimismo, el 19 de septiembre, un sismo de magnitud 7.1 en escala de Richter afectó a Morelos, Puebla, Guerrero, 

el estado de México y la Ciudad de México; como resultado, más de 300 personas perdieron la vida y se estima que 

más de mil 900 han requerido atención médica; adicionalmente, miles de inmuebles de esas entidades sufrieron 

daños, causando el desalojo de las personas de sus hogares. También se reportaron daños en hospitales, caminos e 

infraestructura pública, entre los que se encuentran 5 mil 92 planteles educativos
1
 . 

El pasado 20 de septiembre, el presidente de la República informó a la población sobre las acciones que el 

gobierno federal lleva a cabo para atender a la población damnificada y las etapas que se seguirán para responder a 

las consecuencias de los sismos. Actualmente, se está atendiendo a la población damnificada con servicios 

médicos, provisión de alimentos y productos de primera necesidad, operación de albergues y se han restablecido 

los servicios públicos básicos. 

Paralelamente, se continúa realizando el censo de daños materiales para determinar los trabajos de restauración y 

reconstrucción que habrán de llevarse a cabo. Por último, se pondrán en marcha los trabajos de demolición y 

reconstrucción en aquellos casos que se requieran derivado de las afectaciones estructurales irreparables y se lleva 

a cabo la remoción de escombros, entre otras acciones. 

Por otro lado, las costas de diversos estados del país tanto en el Pacífico como en el golfo recientemente resintieron 

afectaciones en inmuebles y vialidades ocasionados por los huracanes Max, Katia y Franklin, así como por Lidia 

que tocó tierra como tormenta tropical. 

El Estado mexicano ha fortalecido su capacidad para hacer frente a estos fenómenos. El gobierno de la República y 

las autoridades locales trabajan en estrecha coordinación para la atención de los efectos producidos por estos 

eventos de la naturaleza. Los esfuerzos de recuperación incluirán el uso del Fondo de Desastres Naturales y, en su 
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caso, el uso de otros recursos públicos que así se determinen; sin embargo, dado que la magnitud de los daños es 

considerable en diversas entidades federativas, es necesario priorizar el destino de los recursos disponibles para 

acompañar y asistir a quienes han resentido daños por estos fenómenos naturales. 

Sin embargo, los recursos públicos que se han utilizado para atender estos desastres podrían ser insuficientes, lo 

que impulsa la necesidad de buscar alternativas para generar esos recursos que la sociedad necesita de forma 

apremiante; en ese sentido, los partidos políticos, tanto en sus actividades ordinarias como de campaña
2
 , 

dispondrían de hasta 6 mil 788 millones de pesos en 2018 para destinarlos al financiamiento de dichas actividades, 

lo que representa el monto más alto del que se ha echado mano en la historia. 

También debe enfatizarse que el financiamiento para partidos políticos se ha mantenido intacto a pesar de las 

diversas medidas de austeridad para el ahorro que se han implementado en la administración del Presidente de la 

República. Más aún, se señala de forma recurrente que el costo de las elecciones en nuestro país es uno de los más 

altos en el mundo,
3
 a esto se suman diversas iniciativas ciudadanas que han tenido gran resonancia en los últimos 

días para exigir que los recursos que se destinarían a los partidos políticos se canalicen a la atención y apoyo de las 

víctimas de los recientes desastres naturales. 

Ahora, nos encontramos con la exigencia de hacer un uso eficiente y responsable de los recursos públicos 

disponibles y responder a la participación comprometida y solidaria de los mexicanos; por tanto, se propone 

eliminar el financiamiento público para los partidos políticos para dar paso a uno de financiamiento de carácter 

privado. 

Por otro lado, no sólo como medida adicional de austeridad, sino también recogiendo el sentir general de la 

población y compromiso de campaña del Presidente de la República, se propone eliminar las diputaciones y 

senadurías que se eligen según el principio de representación proporcional mediante el sistema de listas votadas en 

circunscripciones plurinominales o nacional, así como las senadurías de primera minoría. 

II. Eliminación del financiamiento público para partidos políticos. 

La Constitución establece que los partidos políticos son entidades de interés público y reconoce su importancia en 

la promoción de la participación democrática y la facilitación del acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder 

público; asimismo, establece las obligaciones y prerrogativas que corresponden a los partidos políticos. 

Una de esas prerrogativas es el financiamiento público para el desarrollo de sus distintas actividades establecida 

con la publicación en el Diario Oficial de la Federación, el 13 de noviembre de 2007, del Decreto que reformó, 

entre otros, el artículo 41 del Pacto Federal. Con esta reforma se establecieron las reglas a las que se sujeta el 

financiamiento de los partidos políticos, mismo que se compone de ministraciones para el sostenimiento de sus 

actividades ordinarias permanentes, las actividades tendientes a la obtención del voto durante los procesos 

electorales y las de carácter específico relativas a la educación, capacitación, investigación socioeconómica y 

política, así como a las tareas editoriales. 

No obstante que, en los términos de su exposición de motivos, se señaló que dicha reforma implicaba “una nueva 

forma de cálculo del financiamiento público anual para actividades ordinarias de los partidos políticos hará posible 

que no siga creciendo, como ha sido hasta ahora”, de 2008 a 2017, el financiamiento para el sostenimiento de las 

actividades ordinarias permanentes ha incrementado en más de mil 400 millones de pesos. El financiamiento para 

campañas electorales también se incrementará, de 2012 a 2018, en más de mil 645 millones de pesos, a pesar de 

que con la reforma se acortó su duración para reducir los gastos.
4
 Este gasto de recursos públicos ha dado lugar a 

una constante y legítima inconformidad por parte de la ciudadanía. 
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Además, dicho incremento en el financiamiento de las actividades de los partidos políticos, con dinero público, ha 

generado que se vea reducida la posibilidad de utilizar estos recursos, que son finitos, en otras actividades o rubros 

necesarios como son ahora la atención de los desastres naturales, entre otros. 

Frente a las muestras de solidaridad de la sociedad, el Partido Revolucionario Institucional, consciente de los 

problemas que aquejan a la población afectada por los fenómenos naturales referidos, renunció al total de los 

recursos que le fueron asignados, para el ejercicio de 2017, por un total de 258 millones de pesos; sin embargo, 

conforme se han actualizado los datos de los censos sobre la población afectada, resulta evidente que este único 

esfuerzo no será suficiente, por lo que tenemos la obligación, con la sociedad, de ir más allá y buscar los mejores 

mecanismos para atender estas necesidades. 

Por tanto, se propone eliminar el financiamiento público para los partidos políticos nacionales y locales, y prever 

exclusivamente el financiamiento privado proveniente de sus militantes y simpatizantes para los gastos derivados 

de sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto y establecer que el ahorro que se 

genere por este cambio en el método de financiamiento a partidos políticos, sea destinado de forma exclusiva para 

la reconstrucción y reparación de los daños causados por los sismos ocurridos en el mes de septiembre de este año 

y, también, por los daños generados por otros desastres naturales. 

Debemos prestar atención al llamado de la sociedad, pues como legisladores, somos su voz en el Congreso de la 

Unión; reclamos que, en su mayoría, han señalado que el financiamiento público a los partidos políticos ha sido 

desmedido en relación con las necesidades sociales y el cual ya no puede postergarse más. 

Adicionalmente, no debemos ser ajenos a la realidad internacional a la que está inmerso nuestro país, pues ésta ha 

generado un impacto negativo en las finanzas públicas de México, por lo que resulta insostenible, al día de hoy, 

seguir con un diseño constitucional que obligue a los ciudadanos, a través de sus contribuciones, a financiar las 

actividades de los partidos políticos y que, además, conforme pasa el tiempo, éste resulta más oneroso para la 

ciudadanía. 

Por ello, un sistema constitucional de financiamiento privado en nuestro país favorecerá la representatividad de los 

partidos políticos nacionales y locales y fomentará que sean más cercanos con los intereses de sus militantes y 

simpatizantes. 

Ahora bien, la posibilidad de que existan recursos privados para el financiamiento de las actividades políticas no 

implica el perder la potestad de establecer la normatividad que establezca los procedimientos para el control, 

fiscalización oportuna y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con que cuenten, por lo que la iniciativa 

que se somete a consideración de esta Soberanía mantiene los mecanismos para que se lleven a cabo dichos 

procedimientos de fiscalización y vigilancia por parte del Instituto Nacional Electoral. 

También, dentro del marco del control del financiamiento privado que ahora se propone, se establece que sólo se 

permita la aportación de recursos por parte de militantes, simpatizantes o personas morales de nacionalidad 

mexicana con cláusula de exclusión de extranjeros, pero que la misma sea, siempre, a través del sistema financiero 

mexicano; ello, generará no sólo mayor confianza en el origen de esos recursos sino, también, las herramientas 

necesarias para poder fiscalizar esos recursos y acreditar que los mismos provengan de fuentes lícitas. 

Además, si bien estamos frente a un cambio constitucional en el origen del financiamiento, pasando del público al 

privado, no se debe confundir este cambio con la opacidad en la actuación de los partidos políticos, razón por la 

cual, en la presente iniciativa se hace explícita la obligación de estos entes de regir su actuación bajo el principio de 

máxima publicidad, pues ello no sólo beneficiaría la rendición de cuentas a que tiene derecho la sociedad en su 

conjunto, sino que también hará transparente el origen y destino de los recursos utilizados por los partidos en sus 

actividades, ya sean ordinarias o durante cualquier etapa del proceso electoral. 
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Por otro lado, se propone que sea el Instituto Nacional Electoral el que determine los límites del financiamiento 

privado para las distintas actividades de los partidos políticos, atendiendo al porcentaje de votos que se haya 

obtenido en la elección de diputados federales inmediata anterior, con lo cual se logra que la competencia política 

tenga representatividad, también, en el financiamiento mismo. 

Por último, es necesario justificar el porqué de la presente reforma constitucional. Si bien ha habido algunas voces 

que proponen una simple reforma legal para poder eliminar el financiamiento público en los partidos políticos, esto 

representa un engaño a la sociedad en su conjunto, pues conforme al penúltimo párrafo de la fracción II del artículo 

105 de la Constitución, una reforma legal así planteada, deviene en inconstitucional; por ello, con el objeto de 

atender efectivamente el reclamo ciudadano y que no quede en simples discursos políticos, no sólo resulta 

conveniente sino necesaria la reforma constitucional planteada, así se brindará seguridad y certeza a todos los 

actores políticos de la forma en que se deberá actuar a raíz del cambio de paradigma en materia de financiamiento a 

los partidos políticos. 

Debemos dejar claro en el texto constitucional cuáles serán las reglas para la utilización de estos recursos, ahora 

privados, por parte de los partidos políticos, evitando que se confundan y se llegue a pensar —como lo han 

señalado algunos— que al ser privados podrían manejarse con total libertad, pues la naturaleza de los partidos 

políticos es y será la de ser entidades de interés público, por lo que aun cambiando la forma de su financiamiento, 

no pueden quedar ajenos a las reglas constitucionales y legales mínimas en cuanto a su obtención, uso, 

fiscalización y transparencia. 

II. Eliminar las diputaciones y senadurías que no sean de votación directa 

En la actualidad México, es uno de los estados con mayor número de legisladores, superando a países como 

Estados Unidos, Italia, Reino Unido y Brasil. Lo que ha generado que en diversos foros se haya manifestado que la 

reducción de legisladores favorecería un mejor funcionamiento de las tareas parlamentarias y en la toma de 

acuerdos una mayor eficiencia, a la vez que traería un ahorro de recursos públicos significativos para el Estado 

mexicano, lo que incluye entre otros, salarios y prestaciones. 

Incluso, existen estudios que establecen algunas consideraciones de la ciudadanía, respecto del amplio número de 

legisladores con los que actualmente se cuenta, entre ellos se ha opinado que es muy costoso tener un Congreso 

integrado con el actual número de diputados y senadores, lo que dificulta lograr consensos.
5
 

Es de destacarse que en diversas legislaturas se hayan presentado iniciativas tendientes a la reducción del número 

de legisladores con el objeto de que la eficacia del Poder Legislativo sea mayor, logrando con ello que los trabajos 

legislativos puedan ser atendidos en menor tiempo y con suficiente calidad. 

Incluso, uno de los compromisos de campaña del Presidente de la República fue, justamente, promover la 

eliminación de 100 diputados federales; sin embargo, aun cuando dicha propuesta encontró sustento en la voz de la 

sociedad de aquel momento y que continúa vigente respecto a reducir los excesivos gastos de los partidos políticos 

en detrimento de la cobertura de otras necesidades, ante la situación económica internacional posterior y, ahora con 

motivo de los desastres naturales que han golpeado a nuestro país, resulta indispensable impulsar una reforma 

constitucional que sea más agresiva en la reducción de estos gastos. 

Por ello, retomando ese compromiso de campaña de nuestro Presidente y, adicionalmente, siendo sensibles a las 

voces de la sociedad que, de forma reiterada, señalan que el actual gasto que representa la integración de los 

órganos legislativos es excesivo es que se justifica la presente iniciativa constitucional para regresar al origen e 

intención de la forma en que se componen los órganos legislativos. 
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Así, se propone que sólo puedan acceder a los cuerpos legislativos, ya sea del Congreso de la Unión o de las 

legislaturas estatales, aquellos legisladores que hayan sido electos de forma directa, con lo que se generará, 

además, un mayor acercamiento y una superior representatividad entre los legisladores y sus electores. 

Esta propuesta generará importantes ahorros en recursos públicos, que podrán destinarse a otras cuestiones también 

prioritarias para la nación pues, por ejemplo, si tomamos en cuenta el proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Federación para el Ejercicio Fiscal de 2018, ya presentado por el Ejecutivo federal, los ahorros que generaría la 

aprobación de la presente iniciativa constitucional, sólo respecto del Congreso de la Unión, sería de 5,748 millones 

de pesos. 

Pero estos ahorros no sólo quedarían ahí, pues también la presente reforma constitucional plantea que esta 

modificación se aplique a las legislaturas de los estados, lo que generará ahorros de alrededor de 5 mil 870 

millones de pesos, tomando como referencia los presupuestos de egresos de cada entidad federativa, aprobados 

para el ejercicio fiscal de 2017. 

Así, la reducción de diputados, a nivel nacional, sería de 702 legisladores, en tanto que la Cámara de Senadores se 

reduciría en 64 senadores plurinominales y de primera minoría. 

Con ello, el ahorro que generaría cambiar la integración de los cuerpos legislativos, para que ahora sólo lo integren 

quienes hayan sido electos de forma directa por la sociedad, sería de 11,619 millones de pesos; recursos que 

pueden destinarse a la atención y reparación de daños ocasionados por los desastres naturales recientes, y que 

resulta apremiante atender en beneficio de la población que más lo necesita. 

III. Oportunidad de la iniciativa 

El primer párrafo de la fracción V del artículo 41 de la Constitución contiene el principio de certeza en materia 

electoral y establece que la organización de las elecciones se llevará a cabo en los términos que establece la propia 

Constitución (antes este principio de certeza se sujetaba a los términos establecidos por la ley). El objeto de esta 

disposición es asegurar que los participantes conozcan las reglas fundamentales que regirán el proceso para acceder 

al ejercicio del poder público. 

Con el mismo propósito, el penúltimo párrafo de la fracción II del artículo 105 establece que las leyes electorales 

federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso 

electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales fundamentales. Ello 

para dar oportunidad a los mismos participantes de inconformarse en caso de trastocarse alguno de sus derechos. 

No obstante, es necesario aclarar que la reforma que se propone no es contraria al principio de certeza en materia 

electoral previsto en el artículo 41 porque no se trata de una modificación de carácter fundamental o trascendental 

toda vez que no afecta la validez de ninguno de los actos esenciales del proceso electoral ya iniciado. Tampoco se 

contrapone a lo previsto en el penúltimo párrafo de la fracción II del artículo 105, pues no se trata de una ley 

electoral sino de una modificación a la propia Constitución, es decir, a una norma del mismo rango. 

En ese sentido se pronunció la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Pleno, estableciendo que el principio de 

certeza en materia electoral y la correlativa prohibición del penúltimo párrafo de la fracción II del artículo 105 

admiten como excepción modificaciones legislativas que no sean de naturaleza trascendental para el proceso 

electoral: 

Certeza en materia electoral. Excepción al principio relativo en relación con la modificación a las leyes que 

rigen el proceso una vez que ha iniciado. El principio de certeza en materia electoral contenido en el artículo 

41, fracción III, primer párrafo, 
6
 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en 
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que al iniciar el proceso electoral los participantes conozcan las reglas fundamentales que integrarán el 

marco legal del procedimiento que permitirá a los ciudadanos acceder al ejercicio del poder público, con la 

seguridad de que previamente tanto los partidos políticos como las minorías parlamentarias, e incluso el Procurador 

General de la República, tuvieron la oportunidad de inconformarse con las modificaciones legislativas de último 

momento, las cuales podrían haber trastocado alguno de los derechos que por disposición constitucional asisten a 

los mencionados institutos políticos, a sus candidatos o a los mismos electores. Sin embargo, el mencionado 

principio tiene como excepciones: a) que las citadas modificaciones legislativas no sean de naturaleza 

trascendental para el proceso electoral, pues si su carácter es accesorio o de aplicación contingente, la falta 

de cumplimiento del requisito formal de su promulgación y publicación sin mediar el plazo de 90 días a que 

alude el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo, de la Constitución Federal no producirá su invalidez, 

pues aun en el supuesto de que rompieran con la regularidad constitucional por diversos motivos, su 

reparación bien podría ordenarse sin dañar alguno de los actos esenciales del proceso electoral, aunque éste 

ya hubiera comenzado; y b) si la modificación a las leyes electorales se hace indispensable por una declaración de 

invalidez que hubiese hecho la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y ya haya iniciado el proceso electoral, 

pues en tal caso la creación de nuevas normas tiene como sustento posteriores circunstancias fácticas que 

demandan la generación de disposiciones jurídicas complementarias, o la reforma de las existentes, para garantizar 

el pleno ejercicio de los derechos políticos de los participantes, pues sería igualmente ilógico que por la exigencia 

de un requisito formal, el trabajo parlamentario quedara inmovilizado cuando los propios acontecimientos exigen 

su intervención, siempre que se atiendan y preserven los principios rectores de la materia electoral.
7
 (Énfasis 

añadido) 

Más aún, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado expresamente que lo dispuesto por el penúltimo 

párrafo de la fracción II del artículo 105 constitucional es aplicable únicamente a leyes ordinarias y que no se 

puede considerar a la Constitución como una ley electoral, por lo que esa regla no le resulta aplicable: 

Acción de inconstitucionalidad. Los partidos políticos no tienen legitimación para impugnar a través de ese 

medio de control constitucional las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 

materia electoral. Tratándose de los supuestos para impugnar una ley electoral por parte de los partidos políticos, 

el artículo 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos exige que los nacionales la 

ejerzan a través de sus dirigencias contra leyes electorales federales o locales, y los locales únicamente contra leyes 

expedidas por la entidad federativa que les otorgó registro como partido, esto es, se trata de un supuesto 

limitado tanto por el contenido material como por su ámbito de aplicación, pues su legitimación se circunscribe a 

las leyes electorales que, precisamente, tendrán aplicación en los procesos electorales en que participarán, ya sea 

como partidos nacionales o locales, sin que la Ley Suprema pueda catalogarse como una ley electoral. 

Sostener lo contrario implicaría afirmar que le son aplicables las reglas previstas en el indicado artículo 105, 

fracción II, esto es, que debiera promulgarse y publicarse por lo menos 90 días antes de que inicie el proceso 

electoral en que vaya a aplicarse, y durante el mismo no podría modificarse sustancialmente, lo cual es 

insostenible, dado su carácter de norma fundamental, que irradia a todo el orden nacional y no frente a 

procesos electorales en concreto, máxime si se parte del hecho de que éstos se llevan a cabo a nivel federal, 

estatal -incluidos los Municipios- y del Distrito Federal, en fechas distintas. Por tanto, los partidos políticos no 

tienen legitimación para impugnar, vía acción de inconstitucionalidad, el procedimiento de reforma constitucional, 

pues para ello se tendría, primero, que conceptualizar a la Constitución como una ley, además, darle un rango 

federal o local y, por último, clasificarla como electoral, lo cual, como se dijo, no es posible.
8
(Énfasis añadido.) 

Tomando en cuenta lo dicho por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la reforma que se propone no se 

contrapone a las disposiciones constitucionales en comento y resulta aplicable al proceso electoral del año 2018. 

No obstante lo anterior y no sólo con el objeto de atender lo señalado por la propia Constitución y bajo los criterios 

definidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sino también para brindar la certeza necesaria en el 

proceso electoral en curso, la iniciativa aclara que las reformas propuestas serán aplicables al proceso electoral de 
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2018, lo mismo que las reformas, adiciones y derogaciones que se realicen a las leyes generales, federales y locales 

respecto al financiamiento privado y a las cuales no les será aplicable lo dispuesto en el penúltimo párrafo de la 

fracción II del artículo 105 constitucional. 

Con la reforma propuesta los recursos públicos podrán concentrarse en lo que actualmente representa una 

prioridad: la atención y recuperación de las víctimas de los desastres naturales que han afectado al país 

recientemente y, al mismo tiempo, se atenderá una exigencia social justa de redistribución eficiente de los recursos. 

Conforme a lo anterior, los cambios que se proponen son los siguientes: 
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Por las razones expuestas y en ejercicio de la facultad establecida en el artículo 71, fracción II, y 72 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a la consideración de esta Soberanía la siguiente 

Iniciativa de 

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de financiamientos privado a partidos políticos y reducción de 

legisladores federales y locales 

Artículo Único. Se reforman los artículos 41, Base II, primero y segundo párrafos incisos a), b) y c), y tercero y 

cuarto párrafos; 52; 53; 54; 56, primer párrafo; 60, primer párrafo; 63, primer párrafo; 116, fracción II, tercer 

párrafo, fracción IV, incisos g), h), k), y 122, Apartado A, fracción II; se ADICIONAN los artículos 41, Base II 

con un tercero y cuarto párrafos, pasando los actuales tercero y cuarto a ser quinto y sexto párrafos; 116, fracción 

IV con un inciso q), y se DEROGAN el segundo párrafo del artículo 53; el segundo párrafo del artículo 56 y la 

Base VIII del artículo 115, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 

sigue: 

Artículo 41. ... 
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... 

I. ... 

... 

... 

... 

II. La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para 

llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento privado de los propios 

partidos y sus campañas electorales, el que en ningún caso podrá provenir de recursos públicos. 

La ley determinará los montos máximos de financiamiento privado que los militantes, simpatizantes, así 

como las personas morales de nacionalidad mexicana con cláusula de exclusión de extranjeros podrán 

aportar a los partidos políticos que hayan mantenido su registro después de cada elección, el cual se 

empleará al sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, las tendientes a la obtención del 

voto durante los procesos electorales y las de carácter específico. 

Los partidos políticos deberán transparentar los recursos referidos en el párrafo anterior, en términos del 

artículo 6o. de esta Constitución. 

El financiamiento privado de los partidos políticos se sujetará a lo siguiente: 

a) El Instituto Nacional Electoral determinará el límite de financiamiento privado para el sostenimiento 

de las actividades ordinarias permanentes de cada partidos político atendiendo al porcentaje de votos 

que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. El total del financiamiento de 

todos los partidos políticos para estas actividades no podrá ser mayor al que resulte de multiplicar el 

número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del valor 

diario de la Unidad de Medida y Actualización. 

b) El financiamiento privado para las actividades tendientes a la obtención del voto durante el año en que se 

elijan Presidente de la República, senadores y diputados federales, equivaldrá al cincuenta por ciento del 

financiamiento que le corresponda a cada partido político por actividades ordinarias en ese mismo año; cuando 

sólo se elijan diputados federales, equivaldrá al treinta por ciento de dicho financiamiento por actividades 

ordinarias. 

c) El financiamiento privado por actividades específicas, relativas a la educación, capacitación, investigación 

socioeconómica y política, así como a las tareas editoriales, tendrá como límite el tres por ciento del monto 

total del financiamiento que corresponda en cada año por actividades ordinarias. 

Los procesos internos de selección de candidatos y las campañas electorales serán financiadas con recursos 

privados provenientes de las aportaciones de sus militantes, simpatizantes, así como de personas morales de 

nacionalidad mexicana con cláusulas de exclusión de extranjeros de conformidad con lo dispuesto en esta 

Constitución y la ley; y establecerá los procedimientos para el control, fiscalización oportuna y vigilancia, 

durante la campaña, del origen y uso de todos los recursos con que cuenten; asimismo, dispondrá las sanciones 

que deban imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones. 
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De igual manera, la ley establecerá el procedimiento para la liquidación de las obligaciones de los partidos que 

pierdan su registro y los supuestos en los que sus bienes y remanentes serán destinados para la atención de 

desastres naturales en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

III. ... 

IV. ... 

V. ... 

VI. ... 

Artículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada por 300 diputados electos por votación directa, mediante 

el sistema de distritos electorales uninominales. 

Artículo 53. La demarcación territorial de los 300 distritos electorales uninominales será la que resulte de dividir la 

población total del país entre los distritos señalados. 

Se deroga. 

Artículo 54. La distribución de los distritos electorales uninominales entre las entidades federativas se hará 

teniendo en cuenta el último censo general de población, sin que en ningún caso la representación de una 

entidad federativa pueda ser menor de dos diputados. 

Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por sesenta y cuatro senadores, de los cuales, en cada estado y 

en la Ciudad de México, dos serán elegidos según el principio de votación mayoritaria relativa. 

Se deroga. 

... 

Artículo 60. El organismo público previsto en el artículo 41 de esta Constitución, de acuerdo con lo que disponga 

la ley, declarará la validez de las elecciones de diputados y senadores en cada uno de los distritos electorales 

uninominales y en cada una de las entidades federativas; otorgará las constancias respectivas a las fórmulas de 

candidatos que hubiesen obtenido mayoría de votos. 

... 

... 

Artículo 63. Las Cámaras no pueden abrir sus sesiones ni ejercer su cargo sin la concurrencia, en cada una de 

ellas, de más de la mitad del número total de sus miembros; pero los presentes de una y otra deberán reunirse el día 

señalado por la ley y compeler a los ausentes a que concurran dentro de los treinta días siguientes, con la 

advertencia de que si no lo hiciesen se entenderá por ese solo hecho, que no aceptan su encargo, llamándose luego 

a los suplentes, los que deberán presentarse en un plazo igual, y si tampoco lo hiciesen, se declarará vacante el 

puesto. Tanto las vacantes de diputados y senadores del Congreso de la Unión que se presenten al inicio de la 

legislatura, como las que ocurran durante su ejercicio, se cubrirán: la vacante de diputados y de senadores por el 

principio de mayoría relativa, la Cámara respectiva convocará a elecciones extraordinarias de conformidad con lo 

que dispone la fracción IV del artículo 77 de esta Constitución. 
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... 

... 

... 

Artículo 115. ... 

I. a VII. ... 

VIII. Se deroga 

IX. ... 

X. ... 

Artículo 116. ... 

... 

I. ... 

II. ... 

... 

Las legislaturas de los estados se integrarán con diputados electos por votación directa en los términos que 

señalen sus leyes. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

III. ... 

IV. ... 

a) a f) ... 

g) Los partidos políticos obtengan financiamiento privado, que en ningún caso provendrá de recursos 

públicos, para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los 

procesos electorales. El Instituto Nacional Electoral determinará el límite de financiamiento privado para 
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el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de cada partido político atendiendo al 

porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. Del mismo 

modo se establezca el procedimiento para la liquidación de los partidos que pierdan su registro y el destino de 

sus bienes y remanentes, los cuales serán para la atención de desastres naturales en términos de las 

disposiciones jurídicas aplicables; 

h) Se fijen los criterios para establecer los límites a las erogaciones de los partidos políticos en sus 

precampañas y campañas electorales, así como los montos máximos que tengan las aportaciones de sus 

militantes, simpatizantes y las personas morales de nacionalidad mexicana con cláusula de exclusión de 

extranjeros; 

i) ... 

j) ... 

k) Se regule el régimen aplicable a la postulación, registro, derechos y obligaciones de los candidatos 

independientes, derecho al financiamiento privado y al acceso a la radio y la televisión en los términos 

establecidos en esta Constitución y en las leyes correspondientes; 

l) a p) ... 

q) Se establezcan los procedimientos para el control, fiscalización oportuna y vigilancia del origen y uso 

de todos los recursos con que cuenten. 

V. a IX. ... 

Artículo 122. ... 

Apartado A. ... 

I. ... 

II. El ejercicio del Poder Legislativo se deposita en la Legislatura de la Ciudad de México, la cual se integrará en 

los términos que establezca la Constitución Política de la entidad. Sus integrantes deberán cumplir los requisitos 

que la misma establezca y serán electos mediante sufragio universal, libre, secreto y directo, por un periodo de 

tres años. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 
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... 

III. ... 

IV. ... 

V. ... 

VI. ... 

VII. ... 

VIII. ... 

IX. ... 

X. ... 

XI. ... 

B. ... 

C. ... 

D. ... 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo dispuesto en el presente decreto. 

Tercero. Las reformas contenidas en este decreto serán aplicables al proceso electoral de 2018, lo mismo que las 

reformas, adiciones y derogaciones que se realicen a las leyes generales, federales y locales respecto al 

financiamiento privado y a las cuales no les será aplicable lo dispuesto en el penúltimo párrafo de la fracción II del 

artículo 105 de esta Constitución. Las reformas, adiciones o derogaciones a las leyes secundarias respecto del 

financiamiento privado deberán aprobarse en un plazo máximo de quince días hábiles siguientes al inicio de la 

vigencia de este decreto. 

Cuarto. Los recursos excedentes que resulten del presente decreto, por virtud de la supresión del financiamiento 

público a los partidos políticos, deberán destinarse exclusivamente para la reconstrucción y reparación de los daños 

causados por los sismos ocurridos en las diversas Entidades Federativas en el presente año, así como otros 

desastres naturales, cumpliendo los criterios de necesidad, transparencia e imparcialidad establecidos por la 

autoridad competente y en aquellas zonas que hayan sido declaradas afectadas por la Secretaría de Gobernación, 

mediante publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Quinto. A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto por el Transitorio Tercero, el Congreso de la Unión y las 

legislaturas estatales deberán realizar las adecuaciones que correspondan a las constituciones locales, leyes 

generales, federales y locales, según corresponda, en un plazo máximo de quince días naturales contados a partir 

del inicio de la vigencia de este decreto. 
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Sexto. En tanto el Congreso de la Unión y las legislaturas de los estados realizan las modificaciones necesarias 

para dar cumplimiento a lo dispuesto por el tercer párrafo de la fracción II del artículo 41 de esta Constitución, los 

partidos políticos y los candidatos deberán informar al Instituto Nacional Electoral o a los organismos públicos 

locales, según corresponda, cuando menos, lo siguiente: 

a) El nombre de las personas que hayan realizado alguna aportación al partido político o candidato; 

b) La Clave Única del Registro de Población en el caso de personas físicas o el Registro Federal de 

Contribuyentes tratándose de personas morales; 

c) El monto de los recursos recibidos, y 

d) La declaración bajo protesta de decir verdad, que los recursos aportados tienen una procedencia lícita. 

El Instituto Nacional Electoral y los organismos públicos locales, una vez recibida la información a que se refiere 

el presente Transitorio, deberán publicar inmediatamente la información y mantenerla actualizada. 

Las aportaciones que reciban los partidos políticos y candidatos deberán ser recibidas en todo momento a través del 

sistema financiero mexicano. 

Los partidos políticos y candidatos estarán obligados a informar al Instituto Nacional Electoral y los organismos 

públicos locales, según corresponda, el destino de los recursos recibidos, sin menoscabo de las facultades de 

fiscalización con que cuenta, a fin de transparentar y hacer públicos los estados financieros, de contabilidad, así 

como las transacciones y contratos celebrados durante el proceso electoral 2018. 

Para efecto de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Instituto Nacional Electoral y los organismos públicos locales, 

aplicarán tanto las disposiciones previstas en la Ley General de Partidos Políticos, como la demás normatividad 

secundaria, para fiscalizar y vigilar los gastos de los partidos políticos y candidatos en lo correspondiente al 

financiamiento público y privado, en tanto no se opongan al presente decreto. 

Séptimo. El Instituto Nacional Electoral y los organismos públicos locales deberán emitir, en un plazo no mayor 

de diez días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, los lineamientos que permitan 

dar cumplimiento a lo dispuesto en el transitorio sexto del presente decreto. 

Octavo. El Instituto Nacional Electoral deberá emitir en un plazo no mayor de diez días naturales contados a partir 

de la entrada en vigor del presente decreto, los lineamientos a través de los cuales se establecerá el monto máximo 

de financiamiento privado para que los partidos políticos mantengan su registro y en tanto el Congreso de la Unión 

realiza las adecuaciones legales correspondientes. 

Noveno. La integración del Congreso de la Unión se realizará conforme al presente decreto mediante el proceso 

electoral de 2018, al igual que las legislaturas de las entidades federativas cuando, conforme al calendario electoral, 

corresponda renovar la legislatura mediante el citado proceso electoral. 

Décimo. Las legislaturas de las entidades federativas deberán realizar las adecuaciones que correspondan a las 

constituciones locales, a efecto de cumplir con lo dispuesto en el presente decreto, en un plazo máximo de quince 

días naturales contados a partir del inicio de la vigencia de este decreto. 

Notas 

1 Comunicado 267 de la Secretaría de Educación Pública de 20 de septiembre de 2017. 
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2 Propuesta aprobada por unanimidad por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral el 18 de agosto de 2017 que se envió al Ejecutivo federal 

para su integración al proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación que se puso a consideración de la Cámara de Diputados. 

3 Casas-Zamora, Kevin y Daniel Zovatto, “El costo de la democracia: Apuntes sobre la regulación del financiamiento político en América Latina”, Latin 

American Initiative, Foreign Policy at Brookings, julio 2015, p. 12; Pablo Gutiérrez y Daniel Zovatto, “Financiamiento de los partidos políticos en 

América Latina”, Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral, Organización de los Estados Americanos y UNAM, 2011, página 
358; Organización de Estados Americanos, “Política, Dinero y Poder. Un dilema para las democracias de las Américas”, 2011, página 119. 

4 Instituto Nacional Electoral, “Cifras del financiamiento público de 1997 a 2017 partidos políticos nacionales”. 

5 Reforma al Congreso de la Unión, en http//www.cide.edu/cidemun/Reforma_del_Congreso_de_la_Unión. 

6 Ahora fracción V. 

7 Localización: [J]; Novena Época; pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIV, agosto de 2006; página 1564. P./J. 98/2006. 

8 Localización: Novena Época; pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIX, Abril de 2009; Pág. 1103. P. VII/2009. 

Ciudad de México, a 25 de septiembre de 2017. 

Diputado César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica) 
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